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KLCE202101169 

Certiorari  
procedente del Tribunal 
de Primera Instancia, 
Región Judicial de 
Caguas 
 
Civil Número:  
GR2019CV00435 
 
Sobre: REPRESALIA 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Ortiz Flores, la Jueza Romero 
García y la Jueza Reyes Berríos 
 
Ortiz Flores, Jueza Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 16 de diciembre de 2021. 

La parte peticionaria, Costco Wholesale Corporation (Costco), 

presentó el presente recurso de certiorari el 27 de septiembre de 2021. 

Mediante este, solicitó que se revocara la Resolución emitida el 7 de julio 

de 2021, notificada el 8 de julio de 2021, por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Caguas.  

Adelantamos que se deniega la expedición del auto de certiorari.  

I 

 El 30 de agosto de 2019, el Sr. José Rodríguez Berrios (Sr. 

Rodríguez) presentó una querella al amparo de la Ley Contra el Despido 

Injusto por Ofrecer Testimonio (Ley de Represalias), 29 LPRA sec. 194a, 

et seq., según enmendada, y la Ley que prohíbe el discrimen contra 

impedidos (Ley Núm. 44), 1 LPRA 501, et seq., según enmendada, en 

contra de su antiguo patrono, Costco.  

 Luego de varios trámites procesales, el 16 de febrero de 2021, 

Costco y el Sr. Rodríguez presentaron sus respectivas solicitudes de 

sentencia sumaria.  

 Así las cosas, el 7 de julio de 2021, el foro primario emitió una 

Resolución, mediante la cual declaró sin lugar ambas solicitudes de 
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sentencia sumaria.1 El TPI determinó que existía controversia sobre los 

siguientes hechos:  

1. Si el Querellado realizó el correspondiente proceso 
interactivo para acomodo razonable conforme establecido 
en la empresa, o si hubo dilación en la ejecución del 
proceso establecido.  
 

2. Si la alegada dilación, de haber ocurrido constituyó 
ausencia de acomodo razonable, según los hechos del 
presente caso.  

 
3. Si la evaluación del acomodo razonable realizado por el 

querellado cumplió con el procedimiento y protocolos 
organizacionales.  

 
4. Si el querellado actúa de forma discriminatoria en contra 

del querellante.  
 

5. Si los alegados actos discriminatorios constituyeron a su 
vez acciones adversas en represalias contra el 
querellante. 

 
6. Si el querellante sufrió daños y perjuicios a causa de los 

actos u omisiones del querellado como resultado a actos 
discriminatorios y/o en represalias en su contra.2  
 

Inconforme, el 27 de septiembre de 2021, Costco presentó un 

recurso de certiorari donde señaló la comisión de los siguientes errores:  

PRIMERO: Erró el Tribunal de Primera Instancia al consignar 
como un supuesto hecho incontrovertido núm. 58, que “La 
Sra. Onfri declaró durante la deposición que no evaluó si 
existía una posición de Cajero cuando evaluó la solicitud del 
demandante”, cuando dicho supuesto hecho no surge ni de 
la moción de sentencia sumaria del demandante, ni si quiera 
de la deposición de la Sra. Zoi Onfri, por lo cual debe ser 
eliminado por no tener base alguna en el récord.  
 
SEGUNDO: Erró el Tribunal de Primera Instancia al 
identificar dos supuestos “hechos que están en controversia” 
que no son hechos en controversia sino conclusiones de 
derecho a las que el Tribunal debía arribar, lo cual ha sido 
descartado por el Tribunal Supremo como justificación para 
denegar una moción de sentencia sumaria, según explicado 
en Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation, 194 DPR 209, 225-
27 (2015) y Sanabria v. Sucn. González, 82 DPR 885, 997 
(1961). Dichas controversias de derecho resultaban 
inconsecuentes a la luz de ciertas determinaciones hecho y/o 
el foro primario tenía ante sí los hechos incontrovertidos 
sometidos por las partes para resolverlas.  
 
TERCERO: Erró el Tribunal de Primera Instancia al no entrar 
a considerar ni concluir que el demandante no es una persona 
cualificada bajo la Ley Núm. 44, lo cual dispondría del caso 
sumariamente.  
 

 
1 Apéndice del recurso a las págs. 1216-1255. 
2 Apéndice del recurso a las pág. 1245. 
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CUARTO: Erró el Tribunal de Primera Instancia al señalar 
como supuesto impedimento para dictar sentencia sumaria 
no tener claro “si las acciones tomadas por la empresa 
[demandada] respondieron a los protocolos y procesos 
organizacionales que correspondían seguir conforme a las 
circunstancias y eventos ocurridos o si respondieron a actos 
discriminatorios en contra del [demandante]”, pues pasa por 
alto que no existe una causa de acción en sí misma por 
alegadas fallas en el proceso interactivo  per se, y que aquí 
no se dan las circunstancias adicionales que sí configuran 
una causa de acción bajo la Ley Núm. 44. También falla en 
reconocer que el demandante sometió su caso sumariamente 
y cuando el foro primario “no p[udo] concluir si hubo 
incumplimiento o dilación intencional por parte del 
[demandado]” es porque el demandante no demostró que 
cuenta con la prueba necesaria para probar su caso. Un juicio 
en este caso resulta en un ejercicio fútil.3 
 

 El 27 de octubre de 2021, el Sr. Rodríguez presentó su alegato en 

oposición. Evaluados los argumentos de las partes, resolvemos.  

II 

A 

 El recurso de certiorari es “un vehículo procesal discrecional que 

permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar las determinaciones de un 

tribunal inferior”. IG Builders v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012). 

Conforme a ello, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA 

Ap. V, R. 52.1, dispone, en parte, lo siguiente:  

. . . . . . . . 
 
El recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 

interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 

solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones 

cuando se recurra de una resolución u orden bajo las Reglas 

56 y 57 o de la denegatoria de una moción de carácter 

dispositivo. No obstante, y por excepción a lo dispuesto 

anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá revisar 

órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por el 

Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 

decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o 

peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 

evidenciaros, anotaciones de rebeldía, en casos de 

relaciones de familia, en casos que revistan interés público o 

en cualquier otra situación en la cual esperar a la apelación 

constituiría un fracaso irremediable de la justicia. Al denegar 

la expedición de un recurso de certiorari en estos casos, el 

Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar su 

decisión.  

 
. . . . . . . .  

 
3 Énfasis omitido.  
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Así, se requiere que el asunto planteado en el auto de certiorari 

tenga cabida bajo alguna de las materias reconocidas en la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, toda vez que esta regla enumera taxativamente las 

materias bajo las cuales se puede expedir el auto de certiorari.  Por 

consiguiente, en aquellos casos donde la materia no esté comprendida 

dentro de la regla citada, el tribunal revisor debe negarse a expedir el auto 

de certiorari automáticamente.  

A tales efectos, procederá realizar un análisis dual para determinar 

si se expide o no un recurso de certiorari. Este examen consta de una parte 

objetiva y otra subjetiva. En primer lugar, se debe analizar si la materia 

contenida en el recurso de certiorari tiene cabida dentro de una de las 

materias específicas establecidas en la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 

supra.  

Superada esta etapa, corresponde analizar si, bajo la discreción 

concedida a este tribunal revisor mediante la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, debemos o no expedir 

el auto de certiorari. A estos fines, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones, establece los siguientes criterios a considerar: 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a  
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 

 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada  

para el análisis del problema. 

 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal 

de Primera Instancia. 

 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 

a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados. 

 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 

es la más propicia para su consideración. 

 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

no causa un fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final del litigio. 

 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

evita un fracaso de la justicia. 
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De acuerdo con lo dispuesto en la Regla 40, supra, debemos 

evaluar “tanto la corrección de la decisión recurrida, así como la etapa 

del procedimiento en que es presentada; [a los fines de] determinar si 

es la más apropiada para intervenir y no ocasionar un fraccionamiento 

indebido o una dilación injustificada del litigio”. (Énfasis nuestro). 

Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008). Recordemos 

que la discreción judicial “no se da en un vacío ni en ausencia de otros 

parámetros”,4 sino que como Tribunal revisor debemos ceñirnos a los 

criterios antes señalados. Si luego de evaluar los referidos criterios, 

decidimos no expedir el recurso, podemos fundamentar nuestra 

determinación; sin embargo, no tenemos la obligación de así hacerlo. 32 

LPRA Ap. V, R. 52.1. 

  Por su parte, es norma reiterada que los foros apelativos no 

debemos intervenir con las determinaciones discrecionales del foro 

primario, “salvo que se demuestre que hubo un craso abuso de discreción, 

o que el tribunal actuó con prejuicio o parcialidad, o que se equivocó en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o de derecho 

sustantivo, y que nuestra intervención en esa etapa evitará un perjuicio 

sustancial”. Citado en Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 

(1986). Véase, además, Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750, 

771 (2013). Al respecto, el Tribunal Supremo ha afirmado que la 

discreción que cobija a las primeras instancias judiciales en sus 

determinaciones discrecionales es amplia y, por lo tanto, sus 

decisiones merecen gran deferencia. Citibank v. ACBI, 200 DPR 7424, 

735 (2018). 

B 

El mecanismo de sentencia sumaria, regido por la Regla 36 de las 

de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA AP. V, R. 36, la cual dispone que 

la solicitud debe estar fundamentada “en declaraciones juradas, o en 

 
4 IG Builders v. BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012) que cita a Rivera Figueroa v. Joe’s 
European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011).  
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aquella evidencia que demuestre la inexistencia de una controversia 

sustancial de hechos esenciales y pertinentes”. De esta forma, procederá 

dictar una sentencia de manera sumaria únicamente cuando no existan 

controversias reales y sustanciales sobre los hechos materiales y 

pertinentes de la reclamación. Además, será necesario que el derecho 

aplicable así lo justifique. Íd.  

En esencia, este mecanismo propicia la solución justa, rápida y 

económica de las controversias en las cuales la celebración de un juicio 

resulte innecesaria. Const. José Carro v. Mun. Dorado, 186 DPR 113, 128 

(2012). No obstante, el Tribunal Supremo ha dispuesto que aligerar la 

tramitación del caso no puede soslayar el principio fundamental de alcanzar 

una solución justa. García Rivera et. al. v. Enríquez, 153 D.P.R. 323, 337-

338 (2001). Así, el principio rector para su uso es el sabio 

discernimiento, ya que, al tratarse de un remedio discrecional, podría 

prestarse para despojar a un litigante de su derecho al debido proceso 

de ley. Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., 152 D.P.R. 599, 611 (2000). En 

ese sentido, el Tribunal Supremo ha sido enfático en establecer que las 

decisiones discrecionales que toma el Tribunal de Primera Instancia 

no se revocarán, a menos que se demuestre que el foro primario 

abusó de su discreción. SLG Zapata-Rivera v. JF Montalvo, 189 DPR 

414, 434 (2013).  

Según nuestro ordenamiento jurídico, al dictar una sentencia 

sumaria, el tribunal deberá: (1) analizar los documentos anejados a la 

solicitud de sentencia sumaria, los documentos incluidos con la moción en 

posición y aquellos que surjan del expediente del tribunal; y (2) determinar 

si el oponente controvirtió algún hecho material o si hay alegaciones de la 

demanda que no han sido controvertidas o refutadas. Vera v. Dr. Bravo, 

161 DPR 308, 333 (2004). 

De esta forma, no procederá dictar una sentencia sumaria cuando: 

(1) existan hechos materiales y esenciales controvertidos; (2) existan 

alegaciones afirmativas en la demanda que no han sido refutadas; (3) surja 
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una controversia real sobre algún hecho material y esencial, de los propios 

documentos que se acompañan con la solicitud; o (4) como cuestión de 

derecho no proceda. Id. págs. 333-334. 

Por su parte, el derecho civilista dispone que los foros revisores 

deberán evaluar la solicitud de sentencia sumaria de novo. Meléndez 

González et al. v. M. Cuebas, 193 DPR 100, 116. En virtud de ello, el 

Tribunal de Apelaciones deberá: (1) examinar el expediente de manera 

más favorable hacia quien se opuso a la solicitud; (2) revisar que tanto la 

solicitud de sentencia sumaria como su oposición cumplan con los 

requisitos de forma provistos en la Regla 36 de las de Procedimiento Civil; 

y (3) evaluar si existen hechos en controversia y, de haberlos, cumplir con 

los criterios dispuestos por la Regla 36.4 de exponer concretamente cuáles 

hechos materiales encontró controvertidos y cuáles están incontrovertidos. 

Meléndez González v. M. Cuebas, 193 DPR, a la pág. 118.  

De concluir que en efecto los hechos están incontrovertidos, el foro 

revisor deberá revisar si el foro primario aplicó correctamente el derecho 

en controversia. Por el contrario, de encontrar que existen hechos 

materiales en controversia, se procederá a exponer concretamente cuáles 

fueron los hechos materiales controvertidos y cuáles fueron 

incontrovertidos. 32 LPRA AP. V, R. 36.4 

III 

 En esencia, Costco adujo que el foro primario incidió al denegar su 

solicitud de sentencia sumaria. Sostuvo su posición en que no hay 

controversias de hechos materiales que impidan la resolución sumaria. 

Además, cuestionó las determinaciones sobre hechos incontrovertidos 

emitidas por el Tribunal de Primera Instancia. También, esbozó que se 

trataba realmente de controversias de derecho que el tribunal debía 

resolver.  

En la Resolución recurrida, el foro primario consignó que, a pesar de 

la existencia de múltiples hechos materiales incontrovertidos que aclaran 

aspectos esenciales de la controversia, estos no son suficientes para 
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adjudicar las alegaciones relacionadas a discrimen al amparo de la Ley 

Núm. 44-1985 y las relacionadas a represalias al amparo de la Ley Núm. 

115-1959.  

Ante lo dispuesto por el TPI, somos del criterio que no actuó bajo 

prejuicio o parcialidad, ni abusó de su discreción al denegar la resolución 

sumaria del caso. Tampoco se demostró que el foro recurrido se haya 

equivocado en la interpretación o aplicación de una norma procesal y que, 

intervenir en esta etapa, evitaría un perjuicio sustancial contra la 

peticionaria. Así, nos abstenemos de intervenir con la discreción del foro 

primario y denegamos expedir el auto de certiorari. 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se deniega la expedición el 

auto de certiorari.  

Notifíquese.  

Lo acordó el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 
 
 
 
 


